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			Presentación

			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».

			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.

			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.

			Lo Esencial del Derecho también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.

			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia.

			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.

		

	
		
			Introducción

			Cuando se nos ofreció la posibilidad de formar parte de este proyecto destinado a escribir obras de derecho de fácil acceso y entendimiento, orientadas a la divulgación entre estudiantes —poniendo de relieve algunos temas de derecho penal—, pensamos que esta era una gran oportunidad para desarrollar algunas materias que, si bien no son las que tradicionalmente atraen la atención del público en general, son de gran actualidad en la realidad peruana y presentan cierta complejidad técnica.

			Efectivamente, los delitos que más llaman la atención cuando nos aproximamos al mundo del derecho penal son los clásicos crímenes de sangre (homicidio y lesiones), los relativos a la libertad (especialmente la sexual), al honor (difamación) y al patrimonio (robo y hurto). 

			Sin embargo, existen otros delitos que en las últimas décadas han cobrado gran notoriedad entre los estudiosos del derecho penal. Son aquellos que causan gran impacto social debido a las características de sus autores, la extensión del daño que ocasionan y la presencia de nuevos fenómenos sociales que hoy remecen al mundo contemporáneo. 

			Al respecto, algunos ejemplos, que constituyen verdaderos signos de nuestros tiempos, son los delitos patrimoniales de naturaleza socioeconómica —como el caso Emron—, los delitos financieros de gran envergadura que han generado recientes crisis mundiales —como la explosión de la burbuja hipotecaria en los Estados Unidos—, la distorsión en los mercados que provoca esquemas de contrabando masivo —como el de licores y cigarrillos— y los sofisticados esquemas de evasión tributaria que sustraen billones de dólares de las economías en desarrollo —como han demostrado recientemente los «Panama Papers»—.

			Uno de los grandes problemas que enfrentan las sociedades contemporáneas es el de la gran corrupción que, según el Índice de Percepción de la Corrupción de Transparencia Internacional, afecta a más de dos terceras partes de la humanidad. Y es que cuando hablamos de corrupción en el siglo XXI no nos referimos solo a aquellas prácticas cotidianas de violación de las reglas para obtener un beneficio personal, sino al desvío de inmensas cantidades de dinero por autores poderosos cuyas consecuencias afectan los derechos humanos de millones de personas. Por lo general, estos graves delitos no reciben sanción alguna.

			Debido a la globalización, al desarrollo tecnológico y al surgimiento de mercados ilegales que producen incalculables ganancias, estamos asistiendo también al crecimiento acelerado de poderosas organizaciones criminales que actúan internacionalmente y que en muchos casos desafían la existencia de los Estados, impotentes e incapaces de detener su accionar. 

			Siendo el Perú el primer productor de cocaína en el mundo, sufre las consecuencias del impacto que tiene el lavado de activos provenientes del narcotráfico. Las noticias informan a diario de la penetración del dinero de origen ilegal en la política, en los negocios, en las instituciones públicas y las instituciones tutelares. El fatal encuentro de la criminalidad organizada con la corrupción ha potenciado el daño social que ambas generan, lo que se convierte en un problema que incrementa la inseguridad ciudadana y atenta contra la seguridad internacional.

			Hemos visto cómo la minería ilegal, desarrollada por organizaciones que explotan a miles de personas, moviliza millones de dólares en una verdadera economía subterránea, mientras destruye el medio ambiente y fomenta la prostitución infantil y la trata de personas. 

			Todas estas son razones suficientes para haber optado por cubrir en este volumen estos tres ámbitos de la criminalidad moderna, que consideramos de ineludible actualidad.

			Por supuesto, este es un abordaje desde la perspectiva del derecho penal que, como sabemos, no puede resolver por sí mismo tan aguda problemática. Sin embargo, en el contexto de una adecuada política criminal, constituye un instrumento que, si es utilizado inteligentemente, puede contribuir a enfrentar y controlar estas graves actividades ilegales. 

			Por estas razones los invitamos a incursionar con entusiasmo en la lectura de este libro, que ojalá los motive a comprometerse en la construcción de un mundo más seguro, más equitativo y con menos violencia.

			Los autores
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			Capítulo 1
Nociones Básicas de Derecho Penal

			1.	Delito

			Cuando nos preguntamos qué es un delito, lo primero que se nos viene a la mente es que se trata de un acto ilícito, y ciertamente lo es. Sin embargo, no todos los actos ilícitos son delito pues se pueden producir ilicitudes, entendidas como conductas contrarias al ordenamiento jurídico, en las diversas áreas del derecho. Así, existen ilícitos civiles, administrativos, laborales, etcétera. Entonces, ¿qué diferencia a un ilícito penal del resto de las conductas ilícitas que admite nuestro sistema legal?

			El Código Penal peruano de 1991 define el delito como la acción u omisión dolosa o culposa penada por la ley (art. 11). De esta definición, podemos concluir que un delito se puede cometer por acción (conducta) o por omisión (ausencia de conducta), y que este hacer o no hacer puede realizarse intencionalmente o como consecuencia de un acto negligente. Según el art. 12, la regla general es que los delitos se sancionan cuando se cometen intencionalmente (delitos dolosos) y solamente por excepción cuando se cometen por negligencia (delitos culposos), caso en el que la sanción tiene que estar expresamente señalada en la ley. 

			Sin embargo, la definición del Código Penal no es suficiente para explicar cuál es el contenido de un acto delictivo y por qué se diferencia del resto de actos ilícitos pues muchos de estos también se cometen por acción u omisión y pueden producirse intencionalmente o de manera imprudente. Es por eso que la doctrina penal se ha esforzado en darle contenido a la definición de delito. Hoy existe consenso entre la mayoría de autores que cuando hablamos de delito nos estamos refiriendo a una acción u omisión típica, antijurídica, culpable y punible. 

			Una acción u omisión es típica cuando está descrita en la norma penal —también llamada tipo penal—, antijurídica cuando es contraria al ordenamiento jurídico, culpable cuando se comete con intención o negligencia y punible cuando amerita una sanción. 

			2.	Bien jurídico 

			En materia de Derecho Penal, el bien jurídico cumple un papel fundamental por varias razones. 

			En primer lugar, se le asigna una función limitadora del ius puniendi al establecer el marco de aplicación de la norma, restringiendo la capacidad sancionadora del Estado a las conductas que lesionan o ponen en peligro un bien jurídico penalmente protegido. Se asume que todo tipo penal está construido sobre la base de un bien jurídico que busca proteger. Por lo tanto, será el bien jurídico el que establezca los límites de aplicación de la norma penal. Un ejemplo recurrente en la doctrina es el del homicidio. Si el tipo penal de este delito busca proteger el bien jurídico vida —unidad biopsicosocial que empieza con la anidación del óvulo fecundado y termina con la muerte cerebral o cese irreversible de la actividad cerebral—, será este el que constituya el marco de aplicación de la norma. En ese sentido, quien apuñala varias veces a un cuerpo humano en la creencia que está vivo cuando en realidad la persona murió de infarto minutos antes, está fuera de la aplicación de la norma que tipifica el homicidio pues ya no había vida que proteger cuando se produjo el apuñalamiento. 

			De otro lado, el bien jurídico cumple una función clasificadora al ordenar los delitos conforme a su relación con otros bienes jurídicos 
—delitos contra la vida, contra la salud, contra el honor, etcétera—, lo que se puede apreciar en la forma en que está estructurado el Código Penal.

			También se le asigna al bien jurídico una función jerarquizadora, pues dependiendo de la mayor o menor relevancia de los bienes jurídicos protegidos, se fijarán las penas por imponerse cuando se infrinja una norma penal. El bien jurídico entonces regulará la proporcionalidad de las penas aplicables: más severas cuando se trate de bienes jurídicos más importantes, menos severas para la afectación de bienes jurídicos secundarios. En ese sentido, el profesor Bustos Ramírez, hablando de la relevancia de los bienes jurídicos, señala como los más importantes a aquellos que se encuentran «en la base del sistema», como la vida, el honor, la libertad, etcétera.

			Dada la trascendencia del concepto, existen muchas definiciones de bien jurídico, algunas bastante más complejas que otras. Para facilitar su comprensión, nos basaremos en la definición de Von Litz (Kierszenbaum,2009, pp. 187-211), para afirmar que se trata de un «interés social recogido en una fórmula jurídica». Obviamente no se trata de cualquier interés social sino, parafraseando a Roxin, de aquellos que resultan indispensables para el desarrollo de la persona, la protección de sus derechos fundamentales y el funcionamiento del sistema estatal (confróntese Roxin, 2013).

			3.	Derecho penal económico

			En los últimos tiempos, dado el desarrollo de la economía, han tenido un gran desarrollo los denominados delitos económicos, conductas criminales que tienen en común la afectación o puesta en peligro del bien jurídico «orden económico». Para el profesor alemán Klaus Tiedemann (2000, pp. 16 y ss.), se trata de conductas realizadas por un agente económico con infracción de la confianza que le ha sido socialmente depositada y que afecta a un interés individual y pone en peligro el orden socioeconómico.

			Por su parte, el profesor español Miguel Bajo Fernández ha propuesto una definición de orden económico que goza de consenso en un grupo importante de autores. Según Bajo, el orden económico para efectos penales consiste en el proceso de producción, distribución y consumo de bienes y servicios.

			Si bien es cierto que el derecho penal económico no es una rama autónoma del Derecho Penal, se ha convertido en una especialidad que abarca un grupo considerable de delitos, entre los que se encuentran algunos delitos patrimoniales (estafa, defraudación, apropiación ilícita), los delitos societarios (aquellos cometidos al interior de una persona jurídica), los delitos financieros (que atentan contra el sistema financiero, de seguros y bursátil), los delitos tributarios y aduaneros (que afectan los sistemas de recaudación del Estado), los delitos contra la propiedad intelectual y los delitos de lavado de activos.

			4.	Delitos de cuello blanco

			La noción de delito de cuello blanco, si bien se presta a confusión con la de delito económico, en realidad pertenece al mundo de la criminología. Fue el sociólogo norteamericano Edwin Sutherland (1949) quien acuñó el término al presentar un trabajo con ese título a una conferencia de la Sociedad Americana de Sociología en 1939.

			Con esta denominación quiso referirse a aquellos delitos que son cometidos exclusivamente por personas de alto nivel social o capacidad económica —caracterizadas en la denominación por vestir frecuentemente con traje de cuello y corbata—. Tradicionalmente se había asumido que el fenómeno delictivo era privativo de las clases sociales más pobres —delincuencia de cuello azul, en referencia a la vestimenta de los obreros en los Estados Unidos—.

			A raíz de la propuesta de Sutherland han sido muchas las investigaciones que han demostrado empíricamente que no solo las personas con capacidad económica y buen nivel social delinquen tanto como los pobres, sino que existe un conjunto de delitos que solo pueden ser cometidos por los primeros. Estos trabajos han evidenciado también que los delitos cometidos por criminales de cuello blanco generan un perjuicio patrimonial mucho más cuantioso que el originado por personas de bajo nivel social que incurren en delitos patrimoniales.

			Se puede afirmar entonces que los delitos económicos, criminológicamente hablando, pertenecen al ámbito de los delitos de cuello blanco.

			5.	Crimen organizado

			La Convención de Naciones Unidas contra el Crimen Organizado establece en su artículo 2 (a) que un grupo criminal organizado es aquel que se caracteriza por lo siguiente:

			a)	Está formado por tres o más personas de manera intencional (no aleatoria).

			b)	Ha existido por un período determinado (no es efímero).

			c)	Actúa de manera premeditada para cometer un delito sancionable con una pena no menor de 4 años de prisión

			d)	Persigue como finalidad la obtención de un beneficio económico directo o indirecto

			Estos grupos tienen una estructura, lo que implica que cuentan con una jerarquía y una distribución del trabajo entre los miembros que los integran.

			Tradicionalmente se ha vinculado este concepto con el de la «mafia» italiana o «cosa nostra», típica forma de organización criminal que revolucionó el quehacer delictivo en la década de 1920 en Italia y Estados Unidos. Este tipo de grupo delictivo se caracterizaba por ejercer dominio sobre un determinado espacio territorial, estar especializado en específicas actividades ilegales (extorsiones, tráfico de drogas, contrabando, etcétera) y contar con una estructura jerárquica vertical y rígida basada en la lealtad de sus integrantes (la familia, el padrino, entre otros).

			Hoy, sin embargo, en un mundo globalizado en el que las fronteras se diluyen, con la irrupción de la tecnología y el desarrollo de las comunicaciones, según sostiene Moisés Naim en su libro Ilícito (confróntese Naim, 2005), las estructuras tipo mafia han sido reemplazadas por las llamadas «redes criminales» (networks). Este concepto describe más bien estructuras flexibles en las que, si bien es cierto hay distribución del trabajo y cadenas de mando, estas son mucho menos rígidas pues pueden involucrar diversos grupos o nodos que se consorcian para determinadas actividades; no están afincadas o circunscritas a un determinado espacio territorial ni se especializan por tipo de actividad ilegal. El valor fundamental para las redes criminales está centrado en la capacidad de proveer los servicios requeridos para la concreción exitosa del delito, dándose la circunstancia, por ejemplo, de que el mismo que provee servicio de transporte de drogas a los pocos días puede transportar contrabando, migrantes ilegales, etcétera.

			Debido a lo lucrativo de estas actividades criminales realizadas a gran escala, hoy las organizaciones del crimen organizado cuentan con un gran poder económico e incluso bélico, al punto que, como en el caso de los carteles de la droga, ponen en cuestión la viabilidad de algunos Estados, siendo causantes en muchos casos de gravísimos problemas de gobernabilidad e incluso de la existencia de los llamados «Estados fallidos» —Estados soberanos que no puedan garantizar servicios básicos, carecen del monopolio exclusivo del ejercicio legítimo de la fuerza y no pueden aplicar la ley de manera uniforme—. Según la revista Foreign Policy, veinte Estados alcanzaron esa categoría en 2014.

			La importancia que ha cobrado este fenómeno delictivo contemporáneo ha llevado a que los legisladores se esfuercen por adaptar las leyes a esta realidad, poniendo en vigencia normas especiales destinadas a combatir el crimen organizado con mayor eficacia.

			En el Perú, el 20 de agosto de 2013 se promulgó la ley 30777, denominada «Ley contra el Crimen Organizado», que en su art. 2 define a las organizaciones criminales como: «cualquier agrupación de tres o más personas que se reparten diversas tareas o funciones, cualquiera sea su estructura y ámbito de acción, que, con carácter estable o por tiempo indefinido, se crea, existe o funciona, inequívoca y directamente, de manera concertada y coordinada, con la finalidad de cometer uno o más delitos graves [...]».

			Señala el inciso 2 de ese mismo artículo que «la intervención de los integrantes de una organización criminal, personas vinculadas a ella, o que actúan por encargo de la misma, puede ser temporal, ocasional o aislada, debiendo orientarse a la consecución de los objetivos de la organización criminal».

			El art. 3 de dicha norma enumera una lista larga de los delitos a los que se aplicará la ley y los artículos siguientes establecen diversas consecuencias de naturaleza procesal, sustantiva y penitenciaria que se derivarán de su aplicación. 

			Ahora bien, teniendo en consideración el grado de inseguridad que viene azotando a nuestro país, el gobierno promulgó el dcreto legislativo 1244 (29 de octubre de 2016), con la finalidad de fortalecer la lucha contra la criminalidad organizada. Entre las principales modificaciones normativas que se han establecido se encuentran las siguientes:

			•	Se establece una distinción entre organización y banda criminal.

			•	La organización criminal está compuesta por tres o más personas, con carácter estable, permanente y se requiere que exista el reparto de tareas para la comisión de ilícitos penales.

			•	La banda criminal está compuesta por dos o más personas, quienes, sin reunir los requisitos establecidos para la organización criminal, tienen por finalidad cometer ilícitos penales de manera concertada.

			•	Se incorpora al artículo 3 de la ley 30077 los delitos de sicariato y la conspiración y el ofrecimiento para el sicariato (artículos 108, 108-C y 108-D del Código Penal).

			6.	Corrupción

			El término ‘corrupción’ deriva del latino corrompere, que significa descomponerse. Desde hace más de veinte años, la organización no gubernamental Transparencia Internacional popularizó la definición, muy extendida en estos tiempos, según la cual, corrupción consiste en el «abuso de una posición pública para obtener un beneficio privado». Esta es una fórmula sintética que describe la esencia de la corrupción pública pero que ciertamente no agota su contenido. Autores como el historiador peruano Alfonso Quiroz han definido a la corrupción como el «mal uso del poder político o burocrático por parte de argollas de funcionarios públicos para obtener ventajas económicas o políticas contrarias al desarrollo social mediante la malversación o el desvío de recursos públicos y la distorsión de las políticas o instituciones» (Quiroz, 2013, p. 38).

			Existe también la denominada «corrupción privada», actos de beneficios indebidos generados sin la intervención de funcionarios públicos, por ejemplo, cuando el funcionario de una empresa privada le cobra una comisión «por debajo de la mesa» al funcionario de un taller de mecánica privado para asignarle la contratación exclusiva de servicios mecánicos a la flota de vehículos de su representada. Los recientes escándalos de corrupción destapados en la FIFA, referidos al pago de sobornos para arreglar resultados de partidos de futbol, elegir las sedes de los campeonatos mundiales o para conceder derechos de televisión, son una buena muestra de corrupción privada.

			La corrupción no solo es un fenómeno moral o uno que produce consecuencias económicas, sino que tiene un grave impacto social en la medida que impide el desarrollo de sociedades pobres y afecta la gobernabilidad. 

			Existe la corrupción cotidiana, que puede ser de pacotilla o mediana, y lo que hoy se conoce como la «gran corrupción», aquella que es cometida por personas que detentan poder económico o político, involucra enormes cantidades de dinero y afecta los derechos fundamentales de las personas.

			La corrupción pública que ha padecido tradicionalmente el Perú es una corrupción administrativa extendida, pero a raíz de lo ocurrido en la década de 1990 durante el fujimorato, surgió un nuevo fenómeno que la Iniciativa Nacional Anticorrupción (INA), un grupo plural formado por el gobierno de transición del presidente Valentín Paniagua para analizar este proceso y plantear alternativas, llamó la «corrupción sistémica». Según este grupo de trabajo, la corrupción se vuelve sistémica cuando se produce un copamiento o captura del Estado por parte de un núcleo corrompido y corruptor que le impone una succión-direccionamiento a las redes preexistentes y dispersas de la corrupción institucional. Sostiene el diagnóstico que en la década de 1990 «la corrupción sistemático-institucional fue superada y subordinada por la corrupción sistémica, que la instrumentalizó», entendiéndose por esta última a «la ejercida desde el núcleo central del gobierno que modifica, adapta y subordina el accionar de los distintos espacios del Estado en función de sus necesidades de reproducción»1.

			En ese sentido,

			la corrupción llegó a penetrar el centro mismo del poder del Estado, para ser utilizada como instrumento de gobierno. Para ello se organizó una red de corrupción que involucró a gran parte del Estado y que contó con la complicidad de sectores importantes de la clase dirigente…el centro de la corrupción se trasladó del ámbito administrativo-institucional al núcleo del poder político. El Estado no se vio copado desde fuera por redes corruptas, sino que la iniciativa corruptora provino de su centro mismo, a través del Poder Ejecutivo y los servicios de inteligencia2.

			Usualmente la corrupción va acompañada de un fenómeno muy pernicioso que es el de la impunidad. Cuando uno comete un delito, es de esperar que este, una vez descubierto, produzca una consecuencia jurídica para su autor. El hecho criminal debe ser investigado, procesado y finalmente sancionado con una pena o consecuencia accesoria. Sin embargo, tratándose de delitos de corrupción, es muy frecuente que sus autores no sufran consecuencia legal alguna, debido a su capacidad económica o su poder político. Peor aún, siendo evidente que han cometido un delito, muchas veces son considerados como modelos de éxito social. Esta situación se produce en parte también porque se trata de conductas ilícitas que no generan reacción social, muchas veces porque las víctimas, que son los ciudadanos en general, y en particular los más pobres, no son conscientes de su condición de víctimas, lo que se traduce en anomia social.

			Contribuye también a la impunidad que en nuestro medio la corrupción se haya «normalizado», es decir, que, pese a que se trata de prácticas delictivas, los ciudadanos la asumen como un hecho cotidiano, en una mezcla de resignación y complicidad partícipe como una forma de sobrevivencia. Ello se ha expresado dramáticamente en las recientes encuestas realizadas para las elecciones regionales, en las que el 55% de los encuestados a nivel nacional señalaron estar dispuestos a votar por un candidato que sabían que era un corrupto pero que pensaban que iba a hacer algo de obra. Esta extendida asunción de la vieja filosofía del «roba, pero hace», ha colocado al Perú en una situación grave en materia de corrupción en la que los escándalos en las instituciones centrales y los gobiernos regionales se suceden permanentemente. 

			Desde el punto de vista penal, la corrupción está comprendida en el Título relativo a los Delitos contra la Administración Pública e involucra una serie de conductas que analizaremos más adelante, como el peculado, el cohecho activo y pasivo, la colusión ilegal, el tráfico de influencias y la negociación incompatible.

			7.	Medidas procesales para la persecución de delitos de corrupción de funcionarios y criminalidad organizada

			Desde que asumió el poder el gobierno del presidente Pedro Pablo Kuczynski, ante el clamor ciudadano por la creciente inseguridad ciudadana que se vive en el país y la creciente indignación que han generado las revelaciones del caso Lava Jato, solicitó la delegación de facultades legislativas para emitir regulación de urgencia en materia de corrupción y crimen organizado, entre otras. 

			Con fecha 30 de diciembre del 2016, se publicó el decreto legislativo 1307, que modifica el Código Procesal Penal con la finalidad de fortalecer la lucha contra la delincuencia común y mejorar la persecución y sanción de los delitos de corrupción de funcionarios.

			Entre las novedades que trae este decreto legislativo, se dispone que las medidas de «protección de testigos, peritos, agraviados y agentes especiales o colaboradores que intervengan en los procesos penales» serán determinadas por el fiscal o juez en función a la percepción del peligro grave que puedan correr estas personas (art. 247).

			Igualmente se dispone una serie de medidas de simplificación del proceso o destinadas a evitar su innecesaria dilación: reemplazo del abogado defensor (art. 85), actuación de prueba anticipada (art. 242), plazos y prolongación de la prisión preventiva (arts. 272, 274), entre otras. 

			Esta norma regula ampliamente las instituciones del agente encubierto y el agente especial, así como las operaciones encubiertas (arts. 341 y 341-A). Se autoriza, por parte del fiscal, la posibilidad de que agentes policiales actúen con identidad supuesta e incluso que ciudadanos que forman parte de una organización criminal puedan actuar como delatores. Igualmente se prevé la realización de operativos conjuntos para desbaratar delitos de inminente comisión (art. 68-A).

			La Cuarta Disposición Complementaria Final dispone la creación de un Sistema Especializado de Delitos de Corrupción de Funcionarios que deberá ser implementado por el Poder Judicial, la Fiscalía, la Policía y el Ministerio de Justicia. 

			Recientemente el gobierno aprobó el decreto legislativo 1307 (del 30 de diciembre de 2016), con la finalidad de dotar de medidas de eficacia a la persecución y sanción de los delitos de corrupción y criminalidad organizada. Entre las principales modificaciones normativas se encuentran las siguientes:

			•	Se establece que la prisión preventiva en casos de criminalidad organizada podrá durar hasta 36 meses.

			•	Se modifican plazos en la tramitación del proceso inmediato.

			•	Se incorpora el artículo 68-A al Nuevo Código Procesal Penal, el cual permite que el fiscal, conjuntamente con la Policía, puedan realizar operativos ante la inminente perpetración de un delito, durante su comisión o para su esclarecimiento.

			8.	Preguntas

			
				
					
					
				
				
					
							
							1.

						
							
							¿Cuáles son los elementos del delito?

						
					

					
							
							2.

						
							
							¿Cuáles son las funciones del bien jurídico? 

						
					

					
							
							3.

						
							
							¿Cuál es la diferencia entre delito económico y delito de cuello blanco?

						
					

					
							
							4.

						
							
							¿Los integrantes de una organización criminal tienen que pertenecer a ella con ánimo de permanencia?

						
					

					
							
							5.

						
							
							¿En qué consiste la corrupción sistémica?

						
					

				
			

			

			
				
					1	Iniciativa Nacional Anticorrupción, Un Perú Sin Corrupción (documento de trabajo), Lima, julio de 2001, p. 5.

				

				
					2	Iniciativa Nacional Anticorrupción, Un Perú Sin Corrupción, 2001, p. 5.
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